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ENMIENDA NÚM. 139 

Del Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP) 

 

 

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP), al 

amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, 

formula la siguiente enmienda al Artículo primero. Quince. 

 

 

 

 

ENMIENDA 

 

De modificación. 

 

Se propone la modificación del apartado Quince del artículo 

primero, que queda redactado como sigue: 

“Quince. Se da una nueva redacción al artículo 18:  

 

«Artículo 18. Procedimiento sancionador.  

 

Uno. El procedimiento sancionador se iniciará por acuerdo del Pleno del 

Tribunal de Cuentas.  

 

Tan pronto como el Tribunal de Cuentas tenga conocimiento de los hechos, 

el Pleno dispondrá la apertura de un periodo de información previa en el 



que se dará audiencia al partido político presuntamente infractor, tras el 

cual, si hubiera lugar a ello, acordará la iniciación del procedimiento 

sancionador. El procedimiento sancionador será compatible, tanto con el 

ejercicio de su función fiscalizadora sobre la gestión económico-financiera 

del partido político presuntamente infractor, como con la imposición, 

cuando proceda, de las multas coercitivas previstas en el artículo 30 de la 

Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. La 

iniciación del procedimiento sancionador interrumpe la prescripción de las 

infracciones.  

 

Dos. El acuerdo de iniciación tendrá el contenido mínimo siguiente:  

 

a) La identificación del partido político presuntamente responsable.  

 

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible 

calificación jurídica y las sanciones que pudieran corresponder.  

 

c) El instructor del procedimiento, con expresa indicación del régimen de 

recusación del mismo.  

 

El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor y se notificará al 

partido político presuntamente infractor, indicándole que tiene un plazo de 

quince días para aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones 

estime convenientes y para solicitar la apertura de un período probatorio y 

proponer los medios de prueba que consideren adecuados.  

 

El acuerdo de iniciación se acompañará de los documentos y pruebas que 

haya tenido en cuenta el Pleno para acordar la iniciación del procedimiento.  

 

Tres. Se abrirá un período probatorio en los siguientes supuestos:  

 

a) Cuando en el trámite de alegaciones establecido en el apartado 

precedente lo solicite el partido interesado con proposición de medios de 

prueba concretos.  

 

b) Cuando, en ausencia de solicitud de parte interesada, el instructor lo 

considere necesario para el esclarecimiento de los hechos y determinación 

de los responsables. En este caso el instructor dará un plazo de cinco días a 

los interesados para que propongan los medios de prueba que estimen 

oportunos.  

 

El período probatorio durará treinta días hábiles.  

 



La práctica de las pruebas se realizará de conformidad con lo establecido en 

el artículo 81 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  

 

Cuatro. Concluido, en su caso, el período probatorio, el 

instructor formulará propuesta de resolución, la cual deberá contener:  

 

1. Si estima que existe infracción y responsabilidad:  

 

a) Los hechos que considere probados y la valoración de la prueba en que 

tal consideración se funde.  

 

b) El partido político que considere responsable y la valoración de la prueba 

en que tal consideración se funde.  

 

c) Los preceptos tipificadores de infracciones en que considere subsumidos 

los hechos y las razones de tal consideración.  

 

d) Las sanciones que estime procedentes en los términos del artículo 17 bis 

de esta Ley, y las circunstancias que a tal efecto haya considerado así como, 

en su caso, la proposición de suspensión de la ejecución de la sanción, de 

ejecución fraccionada o de su modificación, y las razones de tal 

proposición.  

 

2. Si estima que no existe infracción o responsabilidad, contendrá la 

propuesta de absolución.  

 

Cinco. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, 

indicándoles que disponen de un plazo de quince días para formular 

alegaciones para lo que se les pondrá de manifiesto el expediente, a fin de 

que puedan consultarlo y obtener copias de los documentos que obren en el 

mismo.  

 

Concluido el trámite de audiencia, el instructor cursará inmediatamente la 

propuesta de resolución al Pleno del Tribunal de Cuentas para que resuelva 

el procedimiento, junto con los documentos, alegaciones e informaciones 

que obren en el expediente.  

 

Seis. El instructor podrá, motivadamente, prorrogar los plazos de dichos 

trámites de alegaciones y el del período de prueba, por una sola vez e 

idéntico o inferior tiempo al establecido, siempre que, por el número y la 



naturaleza de las pruebas a practicar, la complejidad de las situaciones 

fácticas y cuestiones jurídicas analizadas u otras razones atendibles, sea 

preciso para lograr la adecuada determinación de los hechos y las 

responsabilidades o para garantizar la eficaz defensa de los incursos en el 

procedimiento sancionador.  

 

Siete. Los actos del instructor que denieguen la apertura del período 

probatorio o la práctica de algún medio de prueba propuesta por las partes, 

serán susceptibles de recurso ante el Pleno del Tribunal de Cuentas, en el 

plazo de tres días, considerándose su silencio desestimatorio.  

 

Ocho. El Pleno del Tribunal de Cuentas dictará resolución motivada, que 

decidirá sobre todas las cuestiones planteadas por el partido interesado y 

aquellas derivadas del procedimiento. La resolución que resuelva el 

procedimiento deberá tener el contenido que se establece en el apartado 

cuatro de este artículo.  

 

El Pleno del Tribunal de Cuentas únicamente podrá variar la relación de 

hechos expresada en la propuesta de resolución, matizándolos o tomando en 

cuenta otros, en el caso de que ello sea en beneficio del partido político 

incurso en el procedimiento sancionador, motivando específicamente en la 

resolución la variación fáctica.  

 

Si no hubiera sido notificada la resolución en el plazo de seis meses desde 

la iniciación del procedimiento se producirá la caducidad de este. El 

transcurso de este plazo quedará interrumpido mientras el procedimiento se 

encuentre paralizado por causas imputables a los interesados.  

 

Nueve. Las resoluciones sancionadoras que adopte el Tribunal de Cuentas 

serán susceptibles de recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal 

Supremo. Cuando en dichas resoluciones se acuerde la imposición de 

alguna de las sanciones previstas en el artículo 17 bis de esta Ley, la 

interposición del recurso suspenderá automáticamente la ejecución de la 

resolución adoptada por el Tribunal de Cuentas.»”. 

 

Justificación: 

Se mejora técnicamente la regulación del procedimiento 

sancionador. 

  



 

  



[] 

 

 

ENMIENDA NÚM. 140 

Del Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP) 

 

 

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP), al 

amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, 

formula la siguiente enmienda a la Disposición final quinta. 

 

 

 

 

ENMIENDA 

 

De modificación. 

 

Se modifica la disposición final quinta. Modificación de la 

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que queda 

redactada como sigue:  

 

“Se modifica el apartado 2 del artículo 13:  

 

«2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora 

de las subvenciones reguladas en esta Ley las personas o entidades en 

quienes concurra alguna de las circunstancias siguientes, salvo que por la 

naturaleza de la subvención se exceptúe por su normativa reguladora:  

 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de 



la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de 

prevaricación, cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de 

influencias, fraudes y exacciones ilegales o delitos urbanísticos.  

 

b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido 

declarados insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declarados en 

concurso, salvo que en éste haya adquirido la eficacia un convenio, estar 

sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 

22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de 

inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.  

 

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados 

culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con la 

Administración.  

 

d) Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades 

mercantiles o aquellos que ostenten la representación legal de otras 

personas jurídicas, en alguno de los supuestos de la Ley x/2015, de x de x, 

reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General 

del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades 

del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, o tratarse de 

cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 

19 de junio, del Régimen Electoral General, en los términos establecidos en 

la misma o en la normativa autonómica que regule estas materias.  

 

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias 

o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en 

la forma que se determine reglamentariamente.  

 

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado 

reglamentariamente como paraíso fiscal.  

 

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de 

subvenciones en los términos que reglamentariamente se determinen.  

 

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la 

posibilidad de obtener subvenciones conforme a ésta u otras leyes que así lo 

establezcan.  

 

i) No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones 

previstas en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de esta Ley 

cuando concurra alguna de las prohibiciones anteriores en cualquiera de sus 

miembros.  



 

j) Las prohibiciones de obtener subvenciones afectarán también a aquellas 

empresas de las que, por razón de las personas que las rigen o de otras 

circunstancias, pueda presumirse que son continuación o que derivan, por 

transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en las que hubiesen 

concurrido aquéllas.»”. 

 

Justificación: 

La inminente derogación de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de 

regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de 

los Altos Cargos de la Administración General del Estado, precisa la 

sustitución de la referencia a ésta por la de la norma que se ocupará de 

regular la materia de que se trata. 

 

  



[] 

 

 

ENMIENDA NÚM. 141 

Del Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP) 

 

 

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP), al 

amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, 

formula la siguiente enmienda a la Disposición final sexta. 

 

 

 

 

ENMIENDA 

 

De modificación. 

 

Tiene el carácter de ley ordinaria la disposición final 
segunda y la disposición final quinta (Modificación de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones) de la 
presente ley 

 

Justificación  

La ley General de Subvenciones, por la materia, no 
puede perder el carácter de ley ordinaria 



 

  



 


